	Fecha
	15 de junio de 1932
	Sesión número
	41

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Petronila Villalta González

	Tutelado: Jesús Sánchez Fallas

	Recurrido: Oficina de Investigación

	Objeto del recurso: La recurrente reclama la detención injustificada del tutelado.

	Respuesta del recurrido: El tutelado fue detenido por presunto abigeato.

	Parte dispositiva
	Con lugar (el tutelado no fue puesto de forma oportuna a la orden de autoridad competente).


N° 41
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos y veinte minutos de la tarde del quince de junio de mil novecientos treinta y dos, con asistencia de los señores Magistrados: Oreamuno (Presidente), Vargas Pacheco, Guardia, Solórzano, Álvarez, Guzmán, Fernández Bolandi, Castro y Fernández Rodríguez.

Artículo II
PETRONILA VILLALTA GONZÁLEZ interpone recurso de Hábeas Corpus a favor de JESÚS SÁNCHEZ FALLAS, diciendo que éste se encuentra detenido desde el once del corriente mes por orden de la Oficina de Investigación, sin que exista motivo que justifique esa detención. En telegrama del catorce del mes en curso informa el Director de Detectives que Sánchez fue detenido por denuncia presentada por los señores Edwin Fernández, Ramón Pérez y Luis Céspedes Mejías, quienes atribuyen a aquel el delito de abigeato; que según los informes, Sánchez encargó a Antonio Castillo y a Procopio Núñez que le empotreraran en Corralillo una vaca y dos terneros, hecho que niega Sánchez pero que lo confirma el Agente Principal de Policía de ese lugar; y que se ordenó el decomiso de los animales referidos para entregarlos al Alcalde de Desamparados, a quien se pasarán las diligencias para la instrucción de la sumaria respectiva. El Alcalde mencionado informa en telegrama recibido hoy que no ha recibido las diligencias a que alude el Director de Detectives. Previo el estudio del caso, se resolvió: declarar con lugar el recurso porque, según lo disponen los artículos 40 de la Constitución y 309 del Código de Procedimientos Penales, los Gobernadores y Jefes Políticos, Jefes de Policía y otras autoridades de orden administrativo pueden dictar orden de detención contra los indiciados de delito que merezca pena corporal, siempre que hubiere verdadero peligro de que se deje burlada la acción de la justicia por cualquiera demora en recabarla del Juez competente, pero en ese caso deberán ponerlos a disposición de éste en el “término fatal de veinticuatro horas”; de donde resulta que, habiendo transcurrido ese término sin que el Director de Detectives haya puesto a la orden de la autoridad judicial respectiva al expresado Sánchez para la instrucción de la causa, la detención que éste padece es ilegal y procede ordenar su inmediata libertad.
Los Magistrados Guardia, Álvarez y Fernández Bolandi agregaron a su voto favorable al recurso que convenía advertir al señor Director de Detectives que se atuviera a la disposición de los artículos 40 de la Constitución y 309 del Código de Procedimientos Penales, haciéndole notar que conforme a los mismos, él tiene facultad para ordenar la detención de un indiciado de delito a fin de facilitar la investigación, pero eso sí, a condición de ponerlo a la orden de la autoridad judicial competente dentro del perentorio término de veinticuatro horas; que ese procedimiento no es obstáculo para que él pueda continuar las investigaciones que considere convenientes para el mejor esclarecimiento de los hechos; pero que en manera alguna debe prolongar las detenciones por mayor tiempo que el indicado, pues eso es contrario al artículo 309, que establece las acciones del caso.
